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Resumen
El artículo hace una mirada panorámica a la financiación de la educación superior en Colombia y, especialmente, 
la de las Universidades estatales. El propósito del documento es provocar una reflexión respecto a las diversas 
formas de financiación comúnmente usadas. Se espera que sirva para ayudar a encontrar nuevos caminos de 
sostenibilidad de la educación superior pública, para contribuir a disipar unos cuantos supuestos sobre el tema y 
para lograr una mejor idea del peso relativo de la educación superior colombiana en el contexto latinoamericano. 
Es lamentable que las cifras de las diversas fuentes nacionales e internacionales no coincidan, a pesar del dinero 
y conocimiento que se invierte en ellas. Así, es difícil saber quién tiene la razón en esa nube gris.
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Abstract
The article gives a panoramic view to the financing of higher education in Colombia and especially that of the 
state universities. The purpose of the document is to provoke a reflection on the various commonly used forms 
of financing. Is expected to serve to help find new ways of sustainability of public higher education, to aid dispel 
a few assumptions about the subject and to achieve a better idea of the relative weight of Colombian higher 
education in the Latin American context. It is regrettable that the figures of the various national and international 
sources differ, despite the money and knowledge invested in them. It is difficult to know who is right in that 
gray cloud.
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INTRODUCCIÓN
Se hace un llamado a no improvisar remedios 
que pueden resultar más lesivos que la enferme-
dad; por eso, independientemente de si se hacen 
los ajustes urgentes en esta vigencia debería abrirse 
un proceso de rediseño del sistema de educación 
superior en su conjunto. ¿Por qué cambiar algo que 
podría ser usado de mejor manera y que, por ra-
zones más bien políticas, no se ha aprovechado a 
cabalidad para el fortalecimiento de ella?
Los hechos han mostrado que, porque no existe 
una visión compartida socialmente alrededor de la 
importancia de la educación superior en Colombia 
y, en especial de la universitaria, la financiación es-
tatal, para este nivel, ha sido la mínima que la ley 
permite y, en varias ocasiones, se ha pretendido 
apropiar recursos públicos por debajo de ese mí-
nimo vital, tratando de resolver inequidades por la 
vía de la redistribución. Se ha evidenciado que la 
asignación presupuestal, tal y como se ha hecho, no 
permite actuar con flexibilidad para introducir nue-
vas dinámicas en el sector, no por que no sea po-
sible en el marco de la normatividad vigente, sino, 
como se mencionaba antes, por apropiar siempre 
el mínimo posible de la ley, pues las prioridades 
coyunturales son otras. Es ingenuo pensar que las 
normas son las que hacen los consensos verdade-
ros, de manera que es más seguro para las Univer-
sidades públicas volver a establecer las nuevas re-
glas del juego para el ejercicio de un nuevo mínimo 
vital, para otro período de desacuerdos políticos y 
estratégicos acerca de la importancia de la Universi-
dad y de la investigación en Colombia.
El sistema de educación superior estatal ha de-
mostrado en los últimos diez años que está en ca-
pacidad de mejorar su desempeño. Sin embargo, el 
proceso de “hacer más con lo mismo o hacer más 
con menos” encontrará muy pronto barreras objeti-
vas en la capacidad de las instituciones y en el tipo 
de organizaciones que las soportan. Los elementos 
clave que causaron una acción global de mejora-
miento en el sistema, cuyas evidencias son palpa-
bles, son variados: una comprensión más cabal e 
integral sobre lo público; un marco constitucional 
basado en derechos; la evidencia del papel de la 
educación en el desarrollo de la Nación por parte 
de la misma comunidad universitaria; y la compara-
ción, emulación e incluso rivalidad entre pares en lo 
cual ha jugado un rol positivo la mayor visibilidad 
de las instituciones y su apuesta (a pesar de muchas 
resistencias) por encontrar su propia estrategia de 
evaluación, de retroalimentación e instrumentos de 
medición apropiados.
Aquí es necesario resaltar los avances que se han 
logrado en el Sistema de Universidades Estatales 
SUE en la comprensión de su propia naturaleza y 
que ahora se consolida mediante nuevos indicado-
res de la función de investigación, lo que constituye 
un aporte a la consolidación del SUE (Universidad 
Nacional de Colombia, 2009). Los nuevos indicado-
res se han agrupado en capital humano, capital rela-
cional y capital estructural, los que en conjunto, dan 
una idea mejor y más moderna de las capacidades de 
investigación. Existe en Colombia una alta correla-
ción entre las capacidades de innovación, en sentido 
estricto, y la dinámica de la educación universitaria, 
dada la alta proporción de doctores vinculados a las 
Universidades y a los centros e institutos de investi-
gación y desarrollo con los que se interactúa, tanto 
dentro de las mismas como en el Sistema Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación, SINACYT.
¿Para qué cambiar la norma marco?
Los cambios, si se hacen, deben buscar la cohe-
rencia y articulación del sistema, para que se conci-
ba y actúe realmente como algo continuo lleno de 
interrelaciones, una apuesta por la calidad y perti-
nencia de todo el sistema, con la conciencia de que 
si no se interviene en la educación media y básica, 
el solo sistema de educación superior será incapaz 
de propiciar los procesos formativos de los jóvenes. 
En el mismo sentido, se debe construir un consenso 
acerca de las justas proporciones que deben existir 
entre los diversos niveles de la esta última y decidir 
la forma progresiva como se debe avanzar hacia 
allá. No se puede reducir la crítica a afirmar que “lo 
que se está haciendo no es lo que debería hacerse” 
y dejar tan solo la alternativa general que respon-
de: “hacia la universalización”. Estamos hablando 
de personas más que de las instituciones que las 
forman, de manera que es necesario concretar el 
discurso del desarrollo, de la inclusión, de la igual-
dad de oportunidades, y de la libertad.
Lo que se ha demostrado en estos años es que, 
si bien en la base del sistema educativo en su con-
junto se debe asegurar cobertura neta plena, meta 
que tiene un vacío enorme en la educación inicial, 
la garantía de que todo el sistema mejore encuen-
tra una condición ineludible en la capacidad de los 
131EDUCACIÓN SUPERIOR PÚBLICA EN COLOMBIA: ¿ESCASEZ DE RECURSOS O DE VOLUNTAD POLÍTICA?
niveles superiores de transformarlo todo. Por eso, 
la estrategia no puede ser la de “blanco o negro”, 
“arriba o abajo” sino la de gestionar adecuadamente 
las interrelaciones y los impactos sociales, para lo 
cual otra condición es la flexibilidad del sistema en 
todas sus dimensiones: en lo misional, institucional, 
de interrelaciones, legal, de posibilidades de flujo 
de los actores, de estrategias de financiación, entre 
otras. Es necesario reconocer, a manera de autocríti-
ca, que las Universidades públicas hacen menos de 
lo que se requiere para mejorar los otros niveles del 
sistema educativo.
¿Cómo cambiar?
Los cambios de algún alcance solo son posibles 
si se comparte una visión de largo plazo entre los 
actores principales del sistema, para poder acordar 
ciertos inamovibles en el mediano y corto plazo; si 
se diseña una progresividad viable en la aplicación 
de la política y si dicha política logra legitimidad, 
transparencia y visibilidad.
Premisas para la propuesta ante un eventual ajuste 
normativo
1. La visión consiste en una educación superior 
pública que sea garantizada como derecho colecti-
vo en igualdad de oportunidades a quienes deseen 
ingresar a ella, e incidiendo positivamente en el de-
sarrollo social y económico de la Nación.
2. Esta debe fijarse metas más ambiciosas de co-
bertura neta y bruta en la educación superior y un 
rol preponderante de lo estatal en el conjunto del 
sistema. Especial función debe cumplir la Univer-
sidad pública para la mejora de los demás niveles 
de la educación. Esta acción, en una primera fase, 
deberá orientar sus esfuerzos para avanzar en la ca-
lidad de la educación pública desde la educación 
inicial hasta el grado once, actuando planeadamen-
te a través de los maestros y mediante programas 
y proyectos específicos. Esta estrategia tiene como 
propósito asegurar igualdad de oportunidades de 
acceso, ya de por sí restringido, de los jóvenes de la 
población más vulnerable, bajo la premisa de que la 
equidad no solo surge de asegurarlo, sino mejoran-
do la tasa de graduación de esta población.
3. El Estado, por su parte, debe seguir ampliando 
cobertura y mejorando la calidad de la educación 
inicial, nivel que se mantiene con tasas de cobertu-
ra bruta baja con nivel de calidad precaria y altos 
niveles de informalidad.
4. El presupuesto apropiado para educación su-
perior debe aumentar a un ritmo por encima del 
tendencial. No se trata de hacer más con lo mismo 
o con menos sino de hacer mucho más con más. El 
mejoramiento del sistema en su conjunto debe ser 
permanente, pero su capacidad de estabilización 
se mantiene si se sigue con una política de igual 
inversión a pesos constantes (con un presupuesto 
decreciente en términos de su participación en el 
presupuesto nacional).
5. La educación universitaria se fundamenta en 
un desarrollo armónico de sus tres funciones misio-
nales esenciales: investigación, docencia, extensión, 
de manera que la política de financiación no puede 
orientarse a generar dispersión y desarticulación en 
ellas. La propia Universidad debe definir qué tipo 
de investigación debe hacer y qué relaciones esta-
blecer con el SINACYT, proyectando su propio rum-
bo, sus prioridades y su estrategia de articulación. 
De la misma manera, debe generar nuevas redes y 
relaciones con los niveles técnico y tecnológico, de 
acuerdo con su visión acerca de las complementa-
riedades necesarias. Sin embargo, en el campo de 
la innovación tecnológica la institución universitaria 
no las percibe como imprescindibles seguramente 
por la distancia entre lo que actualmente se desarro-
lla en el mundo académico y el mundo del merca-
do. Obviamente existen excelentes excepciones.
6. La política de la educación superior no puede 
estar determinada por la política fiscal; debe ser es-
tablecida como un propósito nacional y considerar 
esta última simplemente como una restricción.
7. Se trata de concertar un nuevo mínimo vital 
para la educación superior pública. Los hechos han 
demostrado que no hacerlo es ingenuidad.
8. Lo que se acuerde en relación con el ajuste de 
la Ley 30, debe seguir desarrollando el marco con-
ceptual y la experiencia que se ha generado en Co-
lombia, de acuerdo con la autonomía universitaria y 
de la educación como derecho fundamental.
Lo que no se puede y no se debe hacer en términos de 
financiación, por la autonomía universitaria.
Para no fallar en el intento de ajustar la política 
de financiación de la Universidad pública a conti-
nuación se resumen y transcriben los apartes más 
ilustrativos sobre el tema de la financiación que se 
encuentran en la Sentencia C 926/05 de la Corte 
Constitucional (2005) cuyo Magistrado ponente fue 
el H. M. Jaime Córdoba Triviño. 
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- La formación académica, la orientación ideo-
lógica de las personas y el manejo administrativo o 
financiero de las Universidades deben estar libres 
de interferencias del poder público (Corte Consti-
tucional, 1992).
- En ejercicio de la autonomía, las Universida-
des tienen derecho a “arbitrar y aplicar sus recursos 
para el cumplimiento de su misión social y de su 
función institucional” (Corte Constitucional, 1994). 
- La autonomía aplica no solo al interior de las 
instituciones sino frente a terceros y frente al gobier-
no nacional. “La capacidad de autodeterminación y 
autorregulación que caracteriza a las Universidades 
estatales les proporciona una capacidad especial de 
decisión para el desempeño de sus funciones, para 
darse su organización y gobierno, y para manejar su 
presupuesto conforme al régimen especial autorizado 
por la Constitución.” (Corte Constitucional, 1997).
- “En cuanto al manejo de recursos, es claro que 
una de las funciones inherentes a las universidades 
y esenciales a su capacidad de autorregulación ad-
ministrativa es la de elaborar y manejar su propio 
presupuesto” (Corte Constitucional, 1994). 
- La vinculación de las Universidades al Minis-
terio de Educación Nacional se da sólo en cuanto 
se refiere a las políticas y la planeación del sector 
educativo (Corte Constitucional, 1994). 
- “Sobre la autonomía presupuestal la Corte ma-
nifestó que “el contenido esencial de la autonomía 
presupuestal de las entidades reside en la posibili-
dad que éstas tienen de ordenar y ejecutar los recur-
sos apropiados conforme a las prioridades que ellas 
mismas determinen, y en armonía con los cometidos 
constitucionales y legales de la respectiva entidad. 
Esta Corporación ya había señalado que la ejecución 
del presupuesto por parte de los órganos constitu-
cionales a los que se reconoce autonomía presu-
puestal supone la posibilidad de disponer, en forma 
independiente, de los recursos aprobados en la Ley 
de Presupuesto”1 (Corte Constitucional, 1997).
1 En esa oportunidad la Corte estudió la constituciona-
lidad de un artículo del Decreto 111 de 1996 (Estatuto 
Orgánico del Presupuesto) según el cual se facultaba al 
Gobierno Nacional para reducir o aplazar total o parcial-
mente las apropiaciones presupuestales en ciertos even-
tos. La Sala Plena consideró que “el Gobierno, con el fin 
de poder cumplir su responsabilidades fiscales globales, 
sólo tiene necesidad de establecer reducciones o apla-
zamientos generales en las distintas entidades autóno-
mas, pero no existe ninguna razón para que el Ejecutivo 
establezca específicamente cuáles partidas deben ser 
- “…la autonomía encuentra límites en la Consti-
tución y en la ley, pero siempre que el legislador no 
afecte su esencia” (Corte Constitucional, 1996). 
- “…se considera una intervención indebida la de 
regular directamente cuestiones tales como organiza-
ción académica -selección y clasificación de docen-
tes, programas de enseñanza- u organización admi-
nistrativa -manejo de presupuesto y destinación de 
recursos-. Al respecto ha sostenido la jurisprudencia 
que “[s]i el legislador se inmiscuyera en los aspectos 
referidos o en otros de igual significación, estaríamos 
en presencia de una intervención indebida en la vida 
de la universidad y se incurriría en una violación de 
su autonomía” (Corte Constitucional, 1994).
- “…a pesar de recibir dineros públicos, su pre-
supuesto es independiente del presupuesto nacio-
nal o del de las entidades territoriales. Ello es una 
consecuencia directa de la autonomía universitaria 
garantizada en la Carta Política” (Corte Constitucio-
nal, 2004). 
- “…imponer a las universidades públicas… el 
deber de concertar y acordar con el Gobierno los 
criterios y el procedimiento de una redistribución 
de un porcentaje del total de las transferencias (ba-
sado en resultados de gestión) (p.n)… es someter-
las a una especie de control presupuestal estricto 
por parte del Gobierno que no puede ser aplicado a 
las universidades estatales “en razón de que por sus 
singulares objetivos y funciones ello implicaría vul-
nerar su autonomía” (Corte Constitucional, 1998).
reducidas o aplazadas, ni que consagre trámites particu-
lares que puedan afectar la autonomía administrativa de 
tales entidades. Esta decisión debe entonces ser tomada 
por las respectivas entidades autónomas, conforme a la 
valoración que hagan de sus propias prioridades. Ad-
mitir que el Gobierno pueda reducir o aplazar partidas 
específicas de las otras ramas del poder y de los otros 
órganos autónomos del Estado, o pueda tener injerencia 
en la administración de sus recursos, implica entonces 
un sacrificio innecesario y desproporcionado de la auto-
nomía de esas entidades estatales, en nombre de la bús-
queda de la estabilidad macroeconómica y de la sanidad 
de las finanzas públicas, por lo cual esa interpretación es 
inadmisible. Por ello la Corte considera que las normas 
acusadas son exequibles, pero en el entendido de que el 
Gobierno debe limitarse a señalar las reducciones globa-
les necesarias en las entidades estatales autónomas, pero 
no puede entrar a determinar las partidas específicas 
que deben ser afectadas en las otras ramas del poder, 
ni en los otros órganos autónomos, ni afectar la gestión 
propia de esos recursos, ya que tal decisión es propia 
de la autonomía de gasto de esas entidades”. (Subrayas 
fuera del texto original).
133EDUCACIÓN SUPERIOR PÚBLICA EN COLOMBIA: ¿ESCASEZ DE RECURSOS O DE VOLUNTAD POLÍTICA?
- “Sujetar la distribución del porcentaje a indica-
dores de gestión, que no se encuentran precisados 
por el legislador,…es una forma a través de la cual 
el Gobierno, puede interferir en decisiones que co-
rresponden al ámbito interno de las Universidades 
estatales”.
- “El Consejo Superior Universitario como máxi-
mo órgano de dirección y gobierno de las Universi-
dades (el artículo 64 de la Ley 30 de 1992 se ocupa 
de regular lo atinente a su integración) y en el cual 
tiene participación el Gobierno Nacional a través 
del Ministro de Educación Nacional o su delegado, 
o del Gobernador, o del Alcalde, según sean na-
cionales, departamentales, distritales o municipales, 
será el escenario propicio para realizar la rendición 
de cuentas respectiva, así como para analizar y eva-
luar la gestión alcanzada y el cumplimiento de las 
metas propuestas por el propio ente universitario 
(Corte Constitucional, 1997). 
- “Será cada ente universitario el que maneje sus 
recursos y la distribución del presupuesto, el cual, 
por demás, pertenece a cada Universidad indivi-
dualmente considerada y no al conjunto de ellas”. 
- “La Corte precisa que las Universidades en con-
junto deben responder a una política educativa que 
puede definir, sin duda, el Gobierno Nacional, pero 
siempre que no se afecte su autonomía”.
Lo que se intenta ajustar
El Ministerio de educación está interesado en 
modificar los artículos que determinan la financia-
ción mínima de las Universidades públicas, es decir, 
los artículos 86 y 87 de la Ley 30 de 1992.
“Artículo 86. Los presupuestos de las Universi-
dades nacionales, departamentales y municipales 
estarán constituidos por aportes del presupuesto 
nacional para funcionamiento e inversión, por los 
aportes de los entes territoriales, por los recursos y 
rentas propias de cada institución”. “Las Universida-
des estatales u oficiales recibirán anualmente apor-
tes de los presupuestos nacional y de las entidades 
territoriales, que signifiquen siempre un incremento 
en pesos constantes, tomando como base los pre-
supuestos de rentas y gastos, vigentes a partir de 
1993”.
“Artículo 87. A partir del sexto año de la vigencia 
de la presente Ley, el Gobierno Nacional incremen-
tará sus aportes para las Universidades estatales u 
oficiales, en un porcentaje no inferior al 30% del 
incremento real del Producto Interno Bruto”.Antes 
de cualquier análisis sobre su contenido o sobre los 
motivos que justificarían su ajuste, es necesario con-
siderar, aunque de manera superficial, la situación 
de la educación superior en Colombia y especial-
mente la de la Universidad pública”.
TENDENCIAS Y RETOS  
DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR
La tasa bruta de cobertura de la educación su-
perior ha aumentado, y aunque los niveles técnico 
y tecnológico han ganado participación, esto se ha 
hecho principalmente a través del aumento de la 
participación del SENA, cuyo presupuesto provie-
ne principalmente del aporte privado. Se presentan 
grandes diferencias de cobertura neta y bruta entre 
ciudades y regiones del país En relación con este 
hecho, una nueva apuesta de la Ley 30 se debe ha-
cer sobre la base de establecer hasta dónde se man-
tiene esta situación y qué medidas se deben adoptar 
para asegurar que, a largo plazo, no se profundice 
esta inequidad territorial.
Una posibilidad de solución, que va más allá de 
los presupuestos apropiados por la Nación, consiste 
en ofrecer todos los niveles de educación superior 
en cada región en aquellos campos del conocimien-
to priorizados para ella y facilitar el flujo de talentos 
y capacidades de docentes y estudiantes que deseen 
incursionar en otros campos hacia instituciones que 
los ofrezcan, lo cual debe hacerse junto con una 
adecuada trama de relaciones interinstitucionales 
que permita compartir talentos humanos, recursos e 
infraestructura. Cualquier estrategia que se plantee 
debe partir de aumentar el presupuesto estatal y 
asignar los aportes incrementales, combinando di-
versas estrategias para el logro de la equidad.
En relación con las instituciones se encuentra 
que entre el año 2000 y el 2008 no se habían creado 
nuevas instituciones técnicas profesionales, se fun-
daron tres instituciones técnicas, veinticuatro insti-
tuciones universitarias y dos Universidades.
El gasto público en educación superior
Al analizar las cifras globales del sistema de edu-
cación superior en Colombia se llega a la conclusión 
de que este es uno de los más débiles de América 
Latina, tanto desde el punto de vista de la cobertura 
como de los presupuestos estatales que lo soportan. 
Como consecuencia de lo anterior, es uno de los 
que presenta resultados precarios en cuanto a pro-
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ducción académica de carácter internacional. Aquí 
es necesario resaltar la importancia del aumento de 
la publicación de artículos en revistas indexadas in-
ternacionalmente, pero no hay que olvidar la dis-
tancia en términos de competitividad que separa a 
los artículos del flujo del capital de riesgo, práctica-
mente inexistente en Colombia, de las patentes, y a 
estas de las innovaciones exitosas en el mercado.
Pese a los esfuerzos realizados, Colombia se en-
cuentra lejos de alcanzar las metas que se ha traza-
do en materia de educación superior, como se con-
cluye en la evaluación del Plan Decenal 1996-2005: 
“Los indicadores… muestran que el país está lejos 
de cumplir la meta propuesta en el Plan Decenal 
de Educación (formar 8 mil doctores, 10 mil profe-
sionales especializados y 18 mil técnicos y tecnólo-
gos). Adicionalmente, la cobertura de la educación 
superior sigue siendo baja e inequitativa, pues po-
cas personas de bajos ingresos logran cursar una 
carrera universitaria o un postgrado. Finalmente, el 
bajo número de personas con doctorado afecta la 
posibilidad de fortalecer la investigación y la gene-
ración de conocimiento en el país.” (MEN, 2006).
A la misma conclusión puede llegarse si se ana-
liza la evolución de la inversión estatal per cápita 
promedio en las universidades públicas, la que al-
canzaba la cifra de 5,69 millones en 1993, mientras 
que en 2008 era de 3,67 millones a pesos constantes 
de 2008 (MEN, 2009). Tomar estas cifras promedio 
estáticamente, sin un análisis más detallado, no deja 
ver el decrecimiento real de la inversión per cápita 
ni la disminución del presupuesto asignado de in-
versión de las Universidades públicas en relación 
con el presupuesto estatal para educación. 
Como estos resultados pueden corresponder a 
varios estados y tendencias en las variables, - por 
ejemplo, pueden deberse a aumentos en la eficien-
cia del sistema de educación superior público, al 
uso de estrategias virtuales o semipresenciales en la 
formación, a un aumento de los costos de la educa-
ción superior que en general están por encima del 
IPC, o a una menor asignación de recursos por par-
te del estado - es necesario considerar, a la vez, el 
crecimiento de las cobertura bruta, la inversión per 
cápita y los indicadores de gestión. Al hacerlo, no 
es difícil llegar a la conclusión de que el sistema de 
educación superior está haciendo más, generando 
mejores resultados con menos recursos. Ver tablas 
1, 2 y 3. En esta última se puede apreciar la posición 
relativa de Colombia en relación con otros países de 
América, ubicada en general, por debajo del prome-
dio. En lo que Colombia se destaca, como se verá 
más adelante, es en la tendencia privatizadora de 
la educación superior, solo superada por Chile, en 
Latinoamérica. Ver más adelante tabla 14.
 
Tabla 1
Colombia gasto público en educación superior como 
porcentaje del PIB, 1993-2003
Año Porcentaje del PIB
1993 0.43
1994 0.59
1995 0.58
1996 0.63
1997 0.55
1998 0.66
1999 0.73
2000 0.73
2001 076
2002 0.71
2003 0.74
… …
2009 0.94
Fuente: Rodríguez, Francisco: “Tendencias del financiamiento 
de la educación superior en América Latina y el Caribe 
Hispano Parlante. Bogotá: Informe IESALC-Unesco, 2005. 
Citado por Jaramillo, A.
Tabla 2 
Aporte de la Nación a las Universidades públicas como 
porcentaje del PIB
Año % del PIB
2002 0,292%
2003 0,251%
2004 0,208%
2005 0,188%
2006 0,158%
2007 0,137%
2008 0,112%
Cálculos propios
Fuente: dato tomado del discurso de la Ministra de Educación 
Dra. Cecilia María Vélez White. Foro de Financiación de la 
Educación superior, Bogotá, 2 de marzo 2 de 2010 (No hace 
parte de la tabla original).
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Tabla 3
Crecimiento del PIB per cápita y gasto público en 
educación:
Pais
PIB
per cápita
$US 2007
Crecimiento anual
del PIB per cápita
1990-2007
Gasto público en
educación como % del
total de gastos del
gobierno
2000 - 2007
Chile 9.878 3,7 16,0
Argen�na 6.644 1,5 13,1
México 9.715 1,6 25,6
Costa Rica 5.877 2,6 20,6
Venezuela 8.299 -0,2 n.d.
Panamá 5.833 2,6 8,9
Brasil 6.855 1,2 14,5
Colombia 4.724 1,2 14,2
Perú 3.846 2,7 15,4
Ecuador 3.335 1,2 8,0
Paraguay 1.997 -0,3 10,0
Bolivia 1.379 1,3 18,1
Fuente: OECD Education at a Glance 2009
Tabla 4
Gasto público en educación superior comparación 
entre países
País Porcentaje del PIB
1995 2002
Argentina 0.57 0.23
Brasil 1.0 N.D.
Bolivia 1.18 1.50
Guatemala 0.26 0.28
Costa Rica 0.90 0.90
Cuba 1.54 2.78
México 0.76 0.87
Paraguay 0.80 0.70
Uruguay 0.40 0.40
Colombia 0.58 0.74
Promedio 0.80 0.93
Fuente: Rodríguez, Francisco: “Tendencias del financiamiento 
de la educación superior en América Latina y el Caribe 
Hispano Parlante. Bogotá: Informe IESALC-Unesco, 2005. 
Citado por Jaramillo, A.
Gráfica 1
Inversión del MEN en educación superior
Fuente: Dirección Nacional Administrativa y Financiera de la 
Universidad Nacional de Colombia 2009
Evolución de los costos de la educación superior
No existe un índice compuesto de costos de la 
educación superior pública en Colombia, pero pue-
de tomarse como referente el comportamiento de 
los específicos de la privada; al hacerlo se observa 
una tendencia a crecer por encima del índice de 
precios al consumidor. En la tabla.5 se comparan 
los incrementos anuales evaluados por el DANE y 
los aumentos de presupuesto determinados para las 
IES. Es necesario tener en cuenta que las apropia-
ciones, que en algunos años parecen ser muy supe-
riores al IPC se hacen para compensar los faltantes 
de los años anteriores, como puede observarse para 
el 2003 y para el 2009. 
Las diferencias encontradas entre el ICESP y el 
IPC son las que llevan a pensar en la conveniencia 
de encontrar un índice de costos más realista para 
las Universidades públicas para que sea empleado 
en la indexación año a año o en la conveniencia de 
ajustar la manera de indexar establecida en el artí-
culo 86 de la Ley 30 de 1992, de manera que se use, 
por ejemplo, el IPC+ Y puntos. Encontrar el valor 
de Y apropiado es un trabajo que supera el límite 
de este artículo y que requiere un ejercicio técnico 
realizado por expertos y legitimado por los actores 
del sistema.
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Tabla No. 5
Relación entre el índice de precios de la educación superior privada, ICESP, el IPC y los aportes de la Nación para 
las Universidades públicas
I SEMESTRE II SEMESTRE UNIVERSIDADES
NACIONALES
UNIVERSIDADES
TERRITORIALES
TOTAL
2000 10,02 8,82 8,75 1,27
2001 8,16 8,40 7,65 0,51
2002 7,13 7,59 6,99 0,14
2003 8,44 7,70 6,49 1,95 11,00 13,50 12,00
2004 6,33 5,89 5,50 0,83 5,30 6,00 5,60
2005 5,78 5,76 4,85 0,93 8,00 3,10 6,00
2006 5,21 5,08 4,48 0,73 7,50 5,70 6,80
2007 5,35 4,99 5,69 -0,34 6,60 4,00 5,60
2008 5,41 5,90 7,67 -2,26 4,90 5,00 5,00
2009 (2) 6,02 5,12 2,00 4,02 9,60 11,10 10,20
ICESP
AÑO IPC ICESP-IPC
APORTES DE LA NACIÓN VARIACIÓN % REAL (1)
Fuentes: DANE y Ministerio de Hacienda y Crédito Público
Gasto por estudiante
Con frecuencia se señalan como exagerados los 
montos que se invierten en algunas Universidades 
colombianas en relación con las que reciben menos 
aportes del presupuesto nacional. La invitación es a 
que se comparen los gastos per cápita de estas con 
sus pares internacionales. La sensación que queda 
es que los logros vinculados con la inversión son 
muy altos. Esto puede confirmarse al evaluar el des-
empeño de nuestros egresados en los posgrados en 
el nivel internacional. A continuación se muestran 
algunos de esos valores anuales de los cuales es-
tamos, aún en Universidades como la Nacional de 
Colombia, muy lejos de esas inversiones: Estados 
Unidos, US$ 25.109, Chile, US$ 8.130, México, US$ 
6.462, Brasil, US$ 10.294, y el promedio de los paí-
ses de la OECD US$ 12.33620 (OECD., 2009). 
La matrícula en educación superior
Durante los años setenta del siglo pasado, la matrí-
cula en educación superior en Colombia se multiplicó 
por 3, al pasar de 85.560 en 1970 a 271.630 alumnos en 
1980, lo que correspondería a un crecimiento promedio 
anual del 11.1%. En la década siguiente, conocida como 
la década perdida de América Latina, el crecimiento fue 
mucho menor, si bien la población estudiantil se multi-
plicó por 1.79 entre 1980 y 1990; lo que equivale a una 
variación anual del 5.5% en promedio. Ver tabla. 6.
Tabla 6
Colombia: matrícula en educación superior 2000-2008
Año CEPAL
Variación  
anual (%)
SNIES
Variación  
anual (%)
1970 85.560
1980 271.630 11.1(*)
1990 487.448 5.5(*)
2000 934.085 6.1(*)
2001 977.243 4.6 977.243
2002 989.745 1.3 981.458 0.4
2003 986.680 -0.3 1.050.032 7.0
2004 1.112.574 12.8 1.113.726 6.1
2005 1.223.594 10.0 1.195.724 7.4
2006 1.314.972 7.5 1.128.934 7.3
2007 1.372.674 4.4 1.363.129 6.3
2008 1.487.186 8.3 1.483.631 8.8
Fuente: Cepal. Anuario Estadístico de América Latina y el Caribe 2009 
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En términos relativos, expresados en la tasa bru-
ta de matrícula en educación terciaria, el país ha vi-
vido un proceso de expansión continua, al pasar de 
un 3.9% de cobertura en 1970 a un 35.4% en 2008, 
como se aprecia en la tabla. 7.
Tabla 7
Tasa bruta de matrícula en educación terciaria. 
Colombia 2000-2008
Año Tasa
1970 3.9
1980 8.6
1990 13.4
2000 24.0
2001 24.8
2002 24.9
2003 24.6
2004 27.5
2005 30.0
2006 31.9
2007 33.0
2008 35.4
Fuente: Cepal. Anuario Estadístico de América Latina y el 
Caribe 2009
En términos de política educativa, la inclusión 
de los programas ofrecidos por el SENA, tradicio-
nalmente considerados como formación para el tra-
bajo y por fuera del sistema de educación superior, 
habría permitido elevar la tasa bruta de matrícula en 
educación terciaria a partir de 2005 y modificar la 
participación porcentual de cada sector en la oferta 
educativa. Ver tabla 8.
Tabla 8
Colombia: matrícula en educación terciaria 2003-2009
Tipo de Institución 2003 % 2009 %
IES públicas 404.721 41.0 554.065 44.6
IES privadas 583.426 59.0 687.380 55.4
Subtotal (1) 988.147 100 1.241.445 100
IES públicas + SENA 416.722 41.7 883.067 56.2
IES privadas 583.426 58.3 687.380 43.8
Subtotal (2) 1.000.148 100 1.570.447 100
Fuente: Cifras suministradas directamente por el MEN, febrero 2010.
En comparación con otros países de América 
Latina, Colombia se encuentra en una situación in-
termedia en cobertura de educación terciaria, muy 
por debajo de Cuba, Argentina, Chile y Venezuela; 
y por encima de países como Brasil y Costa Rica. 
Ver tabla 9.
Tabla 9
Tasa bruta de matricula en educación terciaria: 
comparación entre países 2007
País Tasa
Argentina 68.1 (*)
Brasil 30.0
Bolivia 38.3
Chile 52.1
Costa Rica 25.3(**)
Cuba 108.7
Ecuador 35.3
Perú 34.5(*)
Venezuela 52.6(*)
Colombia 35.4
Fuente: CEPAL. Anuario Estadístico de América Latina y el 
Caribe 2009
En cuanto a la escolarización promedio de la po-
blación total, Colombia presenta la más baja tasa de 
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los países iberoamericanos analizados; además de 
profundas diferencias entre ciudades y regiones. Es 
clasificada como de nivel medio-grande, por tener 
matriculados entre 1 y 2 millones de estudiantes en 
las IES, por debajo de Argentina, Brasil y México; 
y de masificación medio-baja por tener un índice 
de masificación entre el 26 y el 35% (acaba de ser 
superado en 2009: 1.570.447 matriculados) de tasa 
bruta de cobertura, por debajo de Argentina, Pana-
má, Uruguay, Bolivia, Chile y Venezuela. Ver atrás 
gráficos 2 y 3. (CINDA, 2007).
Se mantienen las inequidades regionales, y entre 
los quintiles más alto y más bajo, Colombia presenta 
uno de los indicadores más inferiores de participa-
ción en la cobertura bruta en educación superior del 
quintil más pobre, entre los países iberoamericanos: 
13,1%, frente a República Dominicana 34,4%, Boli-
via 32,9%, Costa Rica 29,7%, Perú 24,4%, Argentina 
22,9, Panamá 22,6%, Venezuela 20,8%, Brasil 19,5, 
Chile 18,9%, y Ecuador con 17,1%.(p. 109).
“Bogotá concentraba en el 2006 el 39% de las 
IES; ofrecía el 34% de los programas y allí estudia-
ba el 36% de los alumnos de todo el país…La tasa 
de cobertura bruta para la población comprendida 
entre 18 y 24 años de edad, en el caso de Bogotá 
alcanzó el 51% en 2004, Santander 29%, Atlántico 
27%, Antioquia 25%. El promedio nacional era de 
23%. En departamentos como Sucre, Magdalena, 
Nariño y Córdoba, esta se sitúa entre el 7% y 10%... 
Al analizar las tasas de cobertura por niveles de 
ingreso, se puede apreciar que en el quintil 5, el 
de más altos ingresos, la cobertura bruta alcanzaba 
72% en el 2003, y la tasa neta 42%, mientras que en 
el quintil 1, el de más bajos ingresos, estas solo lle-
gaban a 7 y 4% respectivamente. En los quintiles 2 y 
3, la cobertura bruta es de 10 y 20%, y la neta de 6 y 
11%, en cada caso, en tanto que en el quintil 4 estas 
coberturas se sitúan en 33 y 20%.” (Bula, E. 1997).
La situación se podría sintetizar de la siguiente 
manera: el 50% del total de estudiantes lo hace en 
instituciones públicas, el 50% pertenece al quintil 5 
y el 36% lo hace en Bogotá, la mayoría se matricula 
en las mismas carreras de siempre y solo un 2% lo 
hace en ciencias básicas. Entre los años 2001 y 2008 
la matrícula total en las IES creció a una tasa anual 
promedio de 14,43% anual para los niveles técnico 
y tecnológico, en gran parte debido al SENA; mien-
tras que para la formación universitaria, incluyen-
do el nivel profesional, especialización, maestría y 
doctorado, lo hizo a una tasa promedio anual de 
3,71%, debido principalmente al esfuerzo de las IES 
estatales.
Gráfica 2 
Escolarización promedio de la población total y rural, 
2000-2005
Fuente: Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de 
Educación Superior. 2007
Gráfica No. 3
Sistemas nacionales clasificados por tamaño y nivel 
de masificación. Tamaño de los sistemas medidos por 
matrícula total del año 2004 y nivel de masificación por 
la tasa bruta de escolarización del mismo año.
Tomado de CINDA. Informe iberoamericano de Educación 
Superior. 2007.
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Investigadores e investigación
En relación con la investigación, debe señalarse 
que la capacidad nacional en ciencia, tecnología e 
innovación es baja para el contexto latinoamerica-
no y mundial. (ver gráfico No. 4); ella se cimien-
ta fundamentalmente en unas pocas Universidades 
estatales y privadas y en los centros e institutos de 
investigación y desarrollo, de manera que su conso-
lidación y posicionamiento internacional dependen, 
en gran medida, de la trayectoria de consolidación 
de esas capacidades hoy presentes, en las Universi-
dades y en el Sistema Nacional de Innovación.
Gráfica 4
Investigadores JCE por cada mil personas en la fuerza 
de trabajo. Las cifras corresponden a personas físicas y 
no investigadores JCE
Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de Educación 
Superior. 2007
Como puede observarse en la Gráfica No. 5, 
(CINDA, 2007), en Colombia el 10,4% de los investi-
gadores se encuentra vinculado al gobierno, el 8,5% 
a la empresa privada, el 76,7% a las Universidades 
y el 4,3% a organismos privados de lucro. La for-
mación en el nivel de maestría de investigación y 
doctorado está también concentrada en unas pocas 
IES.
Si la investigación hace más costosas a las Uni-
versidades y una de sus características, hoy en día, 
es precisamente la participación de los grupos de 
investigación en redes internacionales; si se desea 
proyectar a las instituciones líderes para que se po-
sicionen en el ámbito internacional, junto con las 
instituciones de las que hacen parte, deben hacerse 
inversiones adicionales para la internacionalización 
de los grupos, de las redes y de los académicos en 
general. De la misma manera, la acreditación in-
ternacional de las IES líderes se pone al orden del 
día. ¿De dónde saldrán los recursos para financiarla 
cuando las tasas de retorno pueden ser bajas?
Gráfica 5
Investigadores por sector de empleo, 200-2005
1: año 1999
2: Calculado sobre la base del total de investigadores 
excluyendo aquellos que trabajan en IES
Fuente: Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de 
Educación Superior. 2007
Estas dos son inversiones (en investigación e 
internacionalización) que hoy se manifiestan como 
una dinámica en la producción de artículos publi-
cados en revistas indexadas internacionalmente. Se-
guramente muy pronto generaran sus frutos en la 
mejora del sistema, en el desarrollo de capacidades 
de innovación, en el número de patentes otorgadas 
a ciudadanos colombianos en el país y en el exte-
rior, en el reconocimiento institucional de las Uni-
versidades y en el atractivo para el flujo de recursos 
internacionales hacia los grupos e instituciones de 
excelencia.
No se trata de estimular la dispersión de recursos 
sino de focalizarla hacia las redes y relaciones más 
dinámicas, y presionar para que se fomenten las 
sinergias entre regiones, entre instituciones y entre 
grupos, alrededor de quienes muestren más capaci-
dades de incidir en el desarrollo y la competitividad 
nacional. 
Las metas que se plantearon para el 2019 (DNP., 
2006) en ciencia, tecnología e innovación son bas-
tante ambiciosas. El país deberá orientar grandes 
esfuerzos para alcanzarlas. Por eso, se señala la 
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incoherencia política que existe, pues la suerte de 
estos objetivos depende principalmente del apoyo 
que se brinde a las Universidades que forman a los 
investigadores y a las instituciones en donde ellos 
laboran. Dichas metas son: lograr 2.352 investigado-
res por millón de habitantes; publicar 395.442 artí-
culos en revistas nacionales indexadas; becar 18.520 
por Colciencias para formación avanzada; beneficiar 
13.182 jóvenes investigadores por parte de Colcien-
cias; conformar grupos de investigación con el 50% 
de profesionales con doctorado. 
En la tabla 10 se puede observar la evolución del 
presupuesto de Colciencias y en la tabla 11 los es-
tímulos fiscales otorgados a empresas privadas por 
donaciones o inversiones orientadas a ciencia, tec-
nología e innovación, las cuales, dicho sea de paso, 
prácticamente no han crecido significativamente en 
los últimos dos años. 
Empleo e ingresos
En relación con empleo e ingresos, se puede 
decir que: a) se mantienen en el país altas tasas 
de desempleo e informalidad; la desocupación es 
mayor para personas con primaria y secundaria que 
para profesionales, como puede observarse en la 
tabla 11; b) los ingresos, en términos reales, de los 
trabajadores formales han venido decreciendo a pe-
sos constantes; c) los salarios de enganche de los 
profesionales escasamente superan el salario míni-
mo legal vigente; d) se mantienen las inequidades 
de género con ingresos para las mujeres menores, 
en cerca de un 10%, en relación con los ingresos 
de los hombres; e) los profesionales egresados de 
las universidades públicas reciben menos ingresos 
(-8%) por trabajos equivalentes que los profesiona-
les egresados de las universidades privadas; f) se 
perciben ingresos superiores por cada año de es-
colaridad y por los grados alcanzados, tal y como 
se observa en la tabla 12, Ingresos por nivel de for-
mación.
Se presenta además este panorama: bajas tasas 
de cobertura bruta en educación superior, altas ta-
sas de deserción, la precariedad general de los in-
gresos, la informalidad en el trabajo y la existencia 
(por razones no verificadas) de una diferencia entre 
los ingresos promedio de los profesionales egresa-
dos de las Universidades públicas y los de las priva-
das (cerca de un 8% a favor de estos últimos). Ante 
esta situación no es justo pensar en contribuciones 
tributarias adicionales para los graduados de los en-
tes universitarios públicos o en el pago de una “ma-
trícula ex post”, pues dichas personas resultarían 
pagando por hechos que no son atribuibles a ellos 
individualmente sino como resultado de la forma 
como está organizada la sociedad en su conjunto. 
Esta evaluación debe hacerse considerando la pirá-
mide educativa y las posibilidades de ascenso social 
como producto de la sociedad en su conjunto o 
como situaciones de las cuales, de una u otra forma, 
hay una responsabilidad compartida.
Tabla 10
Colombia: presupuesto de Colciencias (en millones de 
pesos del 2007). 1990-2009
Año Apropiacion Inicial Apropiación Definitiva
1990
1991
1992
1993
1994
1995
1996
1997
1998
1999
2000
2001
2002
2003
2004
2005
2006
2007
2008
2009
27.048
49.157
67.975
59.820
77.095
138.145
167.691
189.067
104.823
112.751
50.115
70.223
84.376
54.181
53.771
50.644
55.652
81.404
129.508
138.731
44.701
55.312
66.905
60.151
82.332
129.356
164.233
130.597
77.669
79.998
43.959
97.258
107.391
82.021
101.165
102.266
130.272
128.929
183.337
245.682
1. El presupuesto en pesos corrientes para 2009 corresponde 
al dato estimado a partir del LMGMP.
2. El IPC utilizado para el 2008 es el correspondiente a 
noviembre.
3. El IPC utilizado para el 2009 es el correspondiente al 
estimado a partir de la meta de inflación fijada por el Banco 
de la República para 2009.
Fuente: Colciencias. IPC DANE. Cálculos DNP 
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Tabla 11
Incentivos tributarios. Montos aprobados por tipo de exención. 2001-2008
Año Deducción porInversión
Deducción por
Donación Exención de IVA
Certificaciones
de software Totales
2001 93.542.054 351.534 1.164.280 - 95.057.868
2002 41.272.522 12.170.412 893.280 - 54.336.213
2003 75.129.569 2.071.941 889.051 - 78.090.561
2004 61.165.470 28.694.966 895.321 12.767.659 103.523.416
2005 69.454.217 4.076.599 702.363 4.297.163 78.530.342
2006 121.679.069 3.128.061 724.112 9.875.947 135.407.190
2007 48.383.509 - 1.287.406 222.108.175 271.779.090
2008* 130.153.410 679.160 1.798.000 2.145.000 134.775.570
Fuente: Colciencias. Datos preliminares a noviembre de 2008
Tabla 12
Empleo por nivel de formación
Tasa promedio de desempleo en la fuerza de trabajo durante 2000 a 2004 por nivel educacional (en porcentaje)
Fuente: tomada de CINDA. Informe iberoamericano de educación superior. 2007
Tabla 13
Ingresos por nivel de formación
NIVEL DE FORMACIÓN INGRESOS MES RELACIÓN 1 RELACIÓN 2
TÉCNICO 921.413,14 0,61 1,00
TECNÓLOGO 1.088.380,60 0,72 1,18
PROFESIONAL DE UNIVERSIDAD PRIVADA 1.635.309,06 1,08 1,77
PROFESIONAL DE UNIVERSIDAD PÚBLICA 1.509.017,29 1,00 1,64
ESPECIALISTA 2.499.627,96 1,66 2,71
MAGISTER 3.103.684,51 2,06 3,37
DOCTOR 5.325.109,35 3,53 5,78
Fuente: Cálculos propios, Datos tomados del Observatorio laboral del Ministerio de Educación Nacional, consulta vía Web 190210
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LA FINANCIACIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR
Para analizar el comportamiento de la inversión 
en educación superior es común relacionarla con 
la dinámica económica, con indicadores habituales 
como el PIB nacional y el PIB per cápita; también 
comparar la inversión anual por estudiante en dóla-
res, por niveles del sistema y en relación con otros 
países de referencia. Una evaluación más rigurosa 
implica incorporar juicios acerca de la equidad, de 
las posibilidades reales que tienen las personas para 
acceder, permanecer y graduarse, comparando los 
datos de diversas ciudades o regiones, el comporta-
miento por estrato socioeconómico, la perspectiva 
de género, el nivel de formación de los padres y, 
en general, la incidencia de factores del contexto 
socioeconómico de los estudiantes y sus familias. 
Por otro lado, la importancia real que un Gobierno 
le otorga a la educación y, en este caso a la su-
perior, se puede juzgar al considerar el porcentaje 
del presupuesto nacional que le asigna durante su 
período y el peso relativo que le da a la relación 
público-privado. 
Una primera evaluación se puede hacer a partir 
de la gráfica No 6. En ella se observa que países con 
ingreso per cápita iguale o menor, como Perú, Ve-
nezuela, Panamá, Bolivia y República Dominicana, 
tienen una tasa bruta más alta de cobertura en la 
educación superior. Esa es su política; mientras que 
en Colombia la más reciente ha sido la búsqueda 
de mayor eficiencia del sistema con prácticamente 
iguales recursos asignados. En los gráficos 7 y 8 
se muestran, para diversos países, el gasto público 
en educación superior por alumno como porcen-
taje del PIB per cápita y el gasto total en educa-
ción superior por alumno, incluyendo el gasto en 
investigación, respectivamente. De estos gráficos se 
puede inferir, cuando la inversión se compara con 
los resultados, que existe una relación directa entre 
inversión y resultados, ya sean medidos como co-
bertura o como productividad académica y, segura-
mente, con la calidad.
Gráfica 6 
Sistemas nacionales por nivel de ingreso per cápita, 
PPC, y tasa de participación
Fuente: Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de 
Educación Superior. 2007
Gráfica 7 
Gasto público en educación superior por alumno como 
porcentaje del PIB per cápita
Fuente: Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de 
Educación Superior. 2007
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Gráfica 8
Países seleccionados: gasto total en educación por 
alumno en niveles 5A, 5B y 6 (en USD-PPC, incluyendo 
gasto en actividades I+D)
Fuente: Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de 
Educación Superior. 2007
En la tabla 13 aparecen relacionados los países 
de la OCDE junto con las cifras que muestran el pre-
dominio de la financiación estatal sobre la privada 
y el escaso nivel de subsidio directo a la educación 
privada. No se entiende cómo un país como Colom-
bia prefiere emular, en su política de “equidad en el 
acceso”, a modelos como el de Chile, Brasil, Corea 
o Nueva Zelandia. Ver gráfico No 9. En la tabla 13 
también puede evaluarse la magnitud de los subsi-
dios a la demanda.
La generación de recursos propios se ha con-
vertido en Colombia en la vía alterna de financia-
ción para las universidades públicas y no en una 
estrategia complementaria o subsidiaria lo que sería 
ideal. Esto conduce, en la práctica, a una depen-
dencia mayor de los servicios remunerados incluso 
en detrimento de la investigación. Las políticas de 
estímulos económicos a los docentes dedicados a 
extensión, la cual no se puede comparar con aque-
llos que reciben quienes se dedican a investigación, 
deben evaluarse con cuidado respecto a sus impli-
caciones de largo plazo.
Para reiterar lo dicho, de varias maneras, en la 
tabla 14 se muestra la matrícula en educación ter-
ciaria clasificada en pública y privada, para el año 
2007. 
Los recursos propios en la Universidad Nacional 
de Colombia alcanzan ya el 50% del presupuesto, si 
se analizan sin considerar las pensiones. “…En 1993 
la nación participaba con el 79 % del presupuesto, 
en el año 2000 con el 77 %, en el año 2003 con el 69 
% y para el 2008 lo hace con el 55 %.” (Universidad 
Nacional de Colombia, 2009). 
Tabla 13
Matrícula en educación terciaria 2007
PAIS PÚBLICA
PRIVADA
DEPENDIENTE
DEL GOBIERNO
PRIV AAD
INDEPENDIENTE
Argen�na 74,8 5,5 19,7
Brasil 28,2 71,8
Chile 23,4 14,8 61,8
Paraguay 43,2 56,8
Uruguay 88,5 11,5
Francia 83,4 2,5 14,0
Alemania 91,0 9,0 0,0
México 67,3 32,7
Estados Unidos 74,5 25,5
Fuente: UNESCO Global Education Digest, 2008 
Tabla 14
Gasto público directo en instituciones educativas y los subsidios para los hogares y otras entidades privadas
Gasto público
directo para las
instituciones
Becas y otras
subenciones a
los hogares
Préstamos
estudiantiles
Total
Becas y otras
subenciones
atribuíbles a los
hogares y a las
instituciones
educativas
Transferencias
y pagos a
otras
instituciones
privadas
Total
Australia 69,0 13,2 17,8 31,0 0,9 n 31,0 0,35
Austria 75,1 17,0 m 17,0 m 7,9 24,9 0,37
Belgium 86,4 13,6 n 13,6 3,8 n 13,6 0,18
Canada 81,9 3,5 13,6 17,1 m 1,0 18,1 0,32
Czech Republic 95,2 4,8 a 4,8 m n 4,8 0,05
Denmark 70,5 24,7 4,8 29,5 n n 29,5 0,67
Finland 83,3 16,2 n 16,2 n 0,4 16,7 0,32
France 92,0 8,0 a 8,0 m a 8,0 0,10
Germany 80,5 14,4 5,2 19,5 m n 19,5 0,22
Hungary 84,9 15,1 n 15,1 n n 15,1 0,16
Iceland 76,0 m 24,0 24,0 m n 24,0 0,33
Ireland 85,6 14,4 n 14,4 m n 14,4 0,16
Italy 83,4 16,6 n 16,6 5,7 n 16,6 0,13
Japan 76,8 0,7 22,5 23,2 m n 23,2 0,14
Korea 87,1 2,8 4,4 7,3 2,1 5,6 12,9 0,09
Mexico 93,3 4,1 2,6 6,7 1,3 n 6,7 0,06
Netherlands 70,4 12,3 17,2 29,5 0,7 0,1 29,6 0,44
New Zealand 57,7 12,0 30,3 42,3 m n 42,3 0,69
Norway 58,3 13,9 27,8 41,7 m n 41,7 0,86
Poland 98,3 1,7 a 1,7 m 0,0 1,7 0,02
Portugal 88,4 11,6 a 1 1,6 m m 11,6 0,12
Slovak Republic 85,4 12,9 1,2 14,1 m 0,5 14,6 0,13
Spain 92,1 7,9 n 7,9 2,1 n 7,9 0,08
Sweden 74,2 10,2 15,6 25,8 a a 25,8 0,48
Switzerland 94,6 2,3 0,2 2,5 m 3,0 5,4 0,08
Turkey 83,1 2,9 14,0 16,9 2,9 m 16,9 0,15
United Kingdom 73,6 5,6 20,8 26,4 x(4) n 26,4 0,29
United States 69,1 13,1 17,9 30,9 m m 30,9 0,44
OECD average 80,9 10,2 8,9 18,4 1,6 0,7 19,1 0,27
Partner countries
Brazil 91,3 6,0 1,7 7,7 x(2) 1,0 8,7 0,07
Chile 52,5 24,6 22,8 47,5 19,1 n 47,5 0,25
Estonia 84,2 8,9 a 8,9 m 6,9 15,8 0,15
Israel 88,9 9,8 1,3 11,1 9,5 n 11,1 0,11
Slovenia 76,6 23,3 n 23,3 m n 23,4 0,29
Subsidios a
entidades
privadas para
educación
como
porcentaje del
PIB
Subsidios públicos a entidades privadas para educación
Ayuda financiera a estudiantes
144 CARLOS ALBERTO GARZÓN GAITáN
Gráfica 9
Posición de los sistemas en función de los recursos 
privados dentro del total de recursos del sistema y de 
la matricula privada como proporción de la matrícula 
total de educación superior (en porcentaje)
Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de Educación 
Superior. 2007
Gráfica 10
Ingresos propios de las instituciones públicas de 
educación superior como porcentaje de sus ingresos 
totales
Tomado de CINDA. Informe Iberoamericano de Educación 
Superior. 2007
Gasto público
directo para las
instituciones
Becas y otras
subenciones a
los hogares
Préstamos
estudiantiles
Total
Becas y otras
subenciones
atribuíbles a los
hogares y a las
instituciones
educativas
Transferencias
y pagos a
otras
instituciones
privadas
Total
Australia 69,0 13,2 17,8 31,0 0,9 n 31,0 0,35
Austria 75,1 17,0 m 17,0 m 7,9 24,9 0,37
Belgium 86,4 13,6 n 13,6 3,8 n 13,6 0,18
Canada 81,9 3,5 13,6 17,1 m 1,0 18,1 0,32
Czech Republic 95,2 4,8 a 4,8 m n 4,8 0,05
Denmark 70,5 24,7 4,8 29,5 n n 29,5 0,67
Finland 83,3 16,2 n 16,2 n 0,4 16,7 0,32
France 92,0 8,0 a 8,0 m a 8,0 0,10
Germany 80,5 14,4 5,2 19,5 m n 19,5 0,22
Hungary 84,9 15,1 n 15,1 n n 15,1 0,16
Iceland 76,0 m 24,0 24,0 m n 24,0 0,33
Ireland 85,6 14,4 n 14,4 m n 14,4 0,16
Italy 83,4 16,6 n 16,6 5,7 n 16,6 0,13
Japan 76,8 0,7 22,5 23,2 m n 23,2 0,14
Korea 87,1 2,8 4,4 7,3 2,1 5,6 12,9 0,09
Mexico 93,3 4,1 2,6 6,7 1,3 n 6,7 0,06
Netherlands 70,4 12,3 17,2 29,5 0,7 0,1 29,6 0,44
New Zealand 57,7 12,0 30,3 42,3 m n 42,3 0,69
Norway 58,3 13,9 27,8 41,7 m n 41,7 0,86
Poland 98,3 1,7 a 1,7 m 0,0 1,7 0,02
Portugal 88,4 11,6 a 1 1,6 m m 11,6 0,12
Slovak Republic 85,4 12,9 1,2 14,1 m 0,5 14,6 0,13
Spain 92,1 7,9 n 7,9 2,1 n 7,9 0,08
Sweden 74,2 10,2 15,6 25,8 a a 25,8 0,48
Switzerland 94,6 2,3 0,2 2,5 m 3,0 5,4 0,08
Turkey 83,1 2,9 14,0 16,9 2,9 m 16,9 0,15
United Kingdom 73,6 5,6 20,8 26,4 x(4) n 26,4 0,29
United States 69,1 13,1 17,9 30,9 m m 30,9 0,44
OECD average 80,9 10,2 8,9 18,4 1,6 0,7 19,1 0,27
Partner countries
Brazil 91,3 6,0 1,7 7,7 x(2) 1,0 8,7 0,07
Chile 52,5 24,6 22,8 47,5 19,1 n 47,5 0,25
Estonia 84,2 8,9 a 8,9 m 6,9 15,8 0,15
Israel 88,9 9,8 1,3 11,1 9,5 n 11,1 0,11
Slovenia 76,6 23,3 n 23,3 m n 23,4 0,29
Subsidios a
entidades
privadas para
educación
como
porcentaje del
PIB
Subsidios públicos a entidades privadas para educación
Ayuda financiera a estudiantes
Fuente: OECD: Education at a Glance 2009 
La situación del subsidio a la demanda
La equidad en el acceso y permanencia encuen-
tra diversos obstáculos de orden financiero, acadé-
micos y de capital cultural, por parte de los estu-
diantes y sus posibilidades de adaptación. Las evi-
dencias empíricas sobre la correlación entre estrato, 
ingresos familiares, acceso previo a nuevas tecnolo-
gías, nivel de formación de los padres, calidad de 
la educación previa recibida, fortaleza de las redes 
sociales de las cuales hace parte el estudiante y las 
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tasas de admisión, permanencia, desempeño y gra-
duación son múltiples y están documentadas. Los 
imaginarios acerca de que el subsidio a la demanda 
logra eficiencia y trasparencia de recursos, mejores 
condiciones de equidad en el acceso, llegar a los 
más necesitados, permitir superar las ineficiencias y 
“altos costos” de las Universidades públicas y brin-
dar al estudiante la libertad de escoger su camino 
–nivel y modalidad- deben ser corroborados y do-
cumentados con el debido detalle y profundidad.
Según cifras del ICETEX (2010), el 97% de los 
1´066.798 de créditos de largo plazo otorgados en-
tre 2003 y 2009 benefician a estudiantes de los es-
tratos uno, dos y tres: 33% al estrato uno, 52% al es-
trato dos, 12% al estrato 3. Considerando el nivel de 
SISBEN, el 32% corresponde a nivel uno y 25 al 2, 
lo cual implica un 57% de focalización de los crédi-
tos hacia la población más vulnerable. La inversión 
en este mismo período alcanzó los dos billones de 
pesos en crédito educativo. El 63,4% de los bene-
ficiarios de los créditos se matricula en la Universi-
dad, el 27,5% lo hace en instituciones universitarias, 
el 5% en instituciones técnico profesionales, el 4% 
en instituciones tecnológicas y 0,1% en otro tipo de 
instituciones. Los desertores en promedio represen-
tan el 25,4%. 
Por otro lado, en la vigencia 2009 el ICETEX 
aprobó 2.823 créditos para estudios en el exterior, 
de los cuales se han legalizado y girado 2.100. En 
el período comprendido entre 2005 y 2009 adjudicó 
8.609 créditos. Se infiere que estas cifras se irán in-
crementando a cambio de una financiación directa 
a las Universidades públicas. 
MODELOS, ESTRATEGIAS E INDICADORES DE 
FINANCIACIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR
En la tabla 15 se muestran algunos indicadores 
básicos que podrían describir elementos de una vi-
sión. Los actores del sistema pueden aportar en la 
definición de los umbrales por alcanzar, en un ho-
rizonte de tiempo determinado que podría ser el 
año 2019. Ustedes tienen la palabra. Se invita a los 
lectores a complementar la línea de base en otros 
aspectos relevantes y a colocar en la última colum-
na sus metas.
Tabla 15
Indicadores básicos para una visión de la educación superior en Colombia
No indicador Descripción
Indicador
Actual
Meta 2019
MEN
Meta
Propuesta
1 Inversión Colombia: Inversión estatal en educación como % del PIB
4,8 en 2005
5,3 Promedio 
de países de 
la OECD 2006
2 Inversión
Inversión estatal en educación superior como % del PIB
Inversión pública y privada en educación superior como 
% del PIB
0,94
1,92%
1% a 2012
1,5% a 2019
3 Inversión Inversión estatal en educación universitaria % PIB
0,29 en 2002
0,11 en 2008
4 Inversión Inversión en educación superior como % PIB per cápita 26,3% Unesco
5 Inversión
Gasto público en educación como % del presupuesto 
nacional
14,2%
OECD 2007
6 Inversión
Inversión en educación universitaria como % del total 
del presupuesto del MEN para inversión en educación 
superior
17%
(2010)
7 Inversión
Inversión en educación universitaria como % del 
presupuesto del MEN para inversión
6%
8 Cobertura
Tasa bruta de cobertura de la educación superior
Total Alumnos
35,4%
1´640.000
50%
2´140.000
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9
Estructura 
de la 
matrícula 
por nivel
Tasa de participación de la matrícula en la universidad 
sobre la matrícula en la educación superior
67,7% 1
54%
170.000
Nuevos 
cupos en la 
Universidad 
Pública
80.000 en la 
U. Privada
10
Estructura 
de la 
matrícula 
por nivel
Tasa de participación de la matrícula en entidades estatales 
sobre el total de la matrícula en educación superior 
incluido el SENA.
56,2%
140.000
Nuevos cupos 
SENA
16.000
instituciones 
privadas
11
Estructura 
de la 
matrícula 
por nivel
Tasa de participación de la matrícula en entidades estatales 
sobre el total de la matrícula en educación superior sin 
incluir el SENA
44,6%
12 Dinámica Tasa de crecimiento anual del PIB per cápita 1990-2007
1,2%
OECD 2007
13 Dinámica Población joven. 15 a 24 años para el año 2020
4´253.363 
(15-19 años)
4´274.764
(20-24 años)
14 Dinámica Bachilleres 691.852
15 Dinámica Tasa de deserción 45,3% 25%
16 Dinámica
Tasa anual de aumento de la cobertura bruta en educación 
superior técnica y tecnológica 2000 - 2008
14,43%
17 Dinámica
Tasa anual de aumento de la cobertura bruta estatal en 
educación superior universitaria y posgrados. 2000 - 2008
3,71
18 Inversión
Inversión per cápita anual en el Sistema de Educación 
Superior
…
19 Inversión
Inversión per cápita anual en la Universidad Pública en 
millones de pesos de 2008. Fuente: MEN
3,67 en 2008
5,69 en 1993
Fuentes: Discurso de la Ministra de Educación Dra. Cecilia María Vélez White. Foro de Financiación de la Educación superior, 
Bogotá, 2 marzo de 2010. UNESCO Global Education Digest 2008 Comparing education statistics around the world. OECD 
Education at a Glance 2009; DANE.
¿Qué hacer?
En la tabla 16 se resumen diversos modelos de 
financiación de la educación superior, que existen 
en varios países como una forma de ilustrar expe-
riencias para ser analizadas y encontrar la combi-
nación adecuada de estrategias de financiamiento a 
la educación superior en Colombia. En la primera 
columna se enumeran algunas de las alternativas 
existentes; en la segunda se describen; en la terce-
ra se espera que el lector haga una evaluación de 
viabilidad; y, en caso de que opte por una o una 
combinación de ellas, que proponga cómo puede 
ser implantado el modelo, la progresividad necesa-
ria y los impactos que él espera que se generen por 
la adopción de dichas medidas. Como se puede ver 
casi todo está inventado. No se trata de copiar sin 
analizar sino de arriesgarnos a establecer nuestro 
propio camino como Nación.
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Tabla 16
Modelos de financiación a considerar como referentes para hacerlo o para no hacerlo en Colombia.
No Modelo o criterio ¿Viable? ¿Cómo?
1
Asignación Histórica Indexada por institución, más una participación porcentual del crecimiento 
del PIB
2
Incremento presupuestal para financiar planes de desarrollo y mejoramiento. Una vez definidos 
por la Universidad, se acuerdan cronogramas y requisitos de desembolsos.
3 Subsidios a Entidades privadas de 0,27% del PIB Promedio de los países de la OCDE
4
Impuesto directo a los hidrocarburos con destinación específica del 5% a las Universidades para 
infraestructura, equipo, evaluación y acreditación, mejoramiento de la calidad y rendimiento 
académico, investigación científica, tecnológica e innovación, programas de interacción social 
dirigido principalmente a poblaciones vulnerables y con altos índices de pobreza. Bolivia
Impuesto directo sobre circulación de mercancías y prestación de servicios transferidos a la 
Universidad sin discriminar su uso. Brasil
Asignan una parte del canon petrolero de la recaudación aduanera Perú
5 Transferencia directa de fondos del sector salud para los hospitales universitarios Brasil
6
Se reconocen los costos más altos de las Universidades de investigación. (Para una Universidad 
de investigación, costos por alumno del orden de US$ 10 mil por año no están fuera de los 
promedios internacionales. Estudios realizados por la National Scien ce Foundation, a fines de la 
década de los 90, señalan que, en el sector privado, los costos de un alumno en una universidad 
de investigación son un 70% más altos que en otra IES.). Brasil
7
El financiamiento público a las Universidades privadas se da de manera indirecta: a) financiando 
al estudiante de la IES privada, b) financiando proyectos de investigación; reduciendo impuestos 
para las IES que participen en programas de inclusión social. “Si es injusto pedir que los titulados 
asuman una parte mayor de los costos de la educación superior, es aún más injusto exigírselo a 
los contribuyentes que no son titulados” Algunas enseñanzas extraídas de la teoría económica 
indican que los préstamos bien diseñados a estudiantes tienen algunas características básicas 
esenciales:
• Los reembolsos supeditados a los ingresos (reembolsos calculados como un porcen taje de 
los ingresos posteriores del prestatario y que se recaudarían junto al impuesto sobre la renta) 
protegen el acceso, ya que incorporan un seguro frente a la incapaci dad de reembolsarlos.
• Los préstamos deberían ser de magnitud suficiente para cubrir las tasas y, al menos en los 
países ricos, unos costos de vida realistas, de modo que la educación superior fuera gratuita en el 
momento de recibirla.
• A tales préstamos les correspondería una tasa de interés básicamente igual a los cos tos relativos 
a los préstamos del gobierno. “El traslado parcial de los costos de la educación superior a los 
estudiantes y sus familias, a través del cobro de aranceles y el apoyo a los alumnos de menores 
recursos mediante esquemas de créditos y becas, suele ser visto como uno de los principales 
medios, al mismo tiempo que manifestación, de privatización de la educación superior y como 
una fuente (actual o potencial) de inequidad que, a la vez, representa un movimiento del 
financiamiento universitario desde la oferta institucional hacia la demanda estudiantil, que trae 
aparejada una intensificación de la competencia entre las instituciones.”(CINDA, 2007) Chile
8
Financiación al sistema nacional de innovación, estimulando la cooperación Universidades – 
Institutos y Centros de I+D e Innovación y las empresas.
9
Asignación indexada con respecto al PIB de 1.05%; la financiación de un año dado nunca será 
menor de la del año inmediatamente anterior; se fijan otras condiciones adicionales en caso de 
que se destinen recursos adicionales. Costa Rica
10
El Estado financia el costo que represente, para las instituciones de Educación Superior, la 
aplicación de nuevas normas legales o de sentencias judiciales. Costa Rica.
11
Parte de los recursos asignados a las universidades de investigación se orientan a financiar 
proyectos interuniversitarios. Costa Rica
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12
Programas de financiamiento a asignar competitivamente mediante convocatorias e incluidos como 
subsidios extraordinarios mediante programas como: a) modernización de la educación superior; 
b) mejoramiento del profesorado; c) apoyo al desarrollo universitario –colaboración nacional 
e internacional-; inversión para las universidades públicas estatales con programas evaluados 
y acreditados; d) programa integral de fortalecimiento de los postgrados; e) programa integral 
de fortalecimiento institucional; f) apoyo extraordinario para universidades públicas estatales 
para solucionar problemas estructurales; g) programa de fortalecimiento de la educación media 
superior. México 
13
Creación de un fondo de becas financiado por los egresados con diez o más años de antigüedad 
para alumnos excelentes de escasos ingresos; que opera como una matrícula ex post. Uruguay
14
Financiación con recursos adicionales asignados mediante indicadores con umbrales diferenciados 
dependiendo del tipo de instituciones, hacer solo dos grupos en el SUE: intensivas en 
investigación y con énfasis profesional, con algo de investigación. Propuesta nueva
15
Financiamiento de programas de iniciación universitaria a los bachilleres que no ingresen al 
sistema. Venezuela
16
Programas especiales de inversión de las instituciones a través de contratos programa y contratos 
de desarrollo institucional. Los contratos programa tienen como objetivos principales: a) mejora 
de la calidad; b) desarrollo curricular; c) racionalización del sistema; d) refuerzo y mantención de 
infraestructuras y equipos; e) financiamiento complementario de establecimientos y organismos 
con reconocido impacto histórico, social o cultural; f) modernización de la administración y de 
la gestión de las instituciones; g) asociaciones entre las Instituciones de Educación Superior, 
entre éstas y las instituciones de educación secundaria y entre aquellas y otras entidades 
públicas o privadas. Los contratos-programa tienen una duración máxima de 5 años y se 
basan fundamentalmente en el desarrollo de las condiciones pedagógicas y científicas de la 
institución, tales como la calificación del personal docente, la promoción de la investigación y 
del éxito escolar, la creación de carreras en áreas prioritarias y cierre de carreras no prioritarias 
(o desajustadas a las necesidades del mercado), entre otras. Estos contratos tienen que ser 
cofinanciados por la institución en un 20% y poseen una dimensión competitiva. En el caso de 
contratos de desarrollo institucional, éstos presentan una duración mínima de 5 años, tienen como 
objetivo principal el desarrollo institucional a mediano plazo y están fundamentalmente ligados a 
inversiones a nivel de las infraestructuras y equipos.” Portugal
17
Considerar la posibilidad de aportes voluntarios de los egresados a un fondo nacional de apoyo 
a la investigación en las universidades públicas, asignado a ellas mediante convocatorias y 
administrado por Colciencias. Propuesta nueva
18 Registre aquí sus nuevas propuestas
19 Registre aquí sus nuevas propuestas
Suspender imaginarios y decidir hasta donde se está 
dispuesto a concertar
Si se desea realmente avanzar en el mejoramien-
to del sistema desde el punto de vista de su soste-
nibilidad se requiere: armonizar la planeación de 
largo y mediano plazo, con la de corto plazo; au-
mentar progresivamente la inversión en educación 
superior pública hasta alcanzar el 1% del PIB en 
el 2011 y el 1.5% en el 2019; lograr armonía entre 
niveles de la educación superior, reconocer y admi-
nistrar la heterogeneidad del sistema en cada nivel 
e integrarlo como un continuo; y acordar umbrales 
diferentes para los indicadores en por lo menos dos 
grupos de universidades y entre los demás niveles 
del Sistema de Educación Superior.
Aunque no es una condición ineludible, ajustar el 
articulado de la Ley 30 de 1992
Considerando que, en tema tan delicado, los 
abogados son los expertos y pidiendo excusas anti-
cipadas a ellos, especialmente a los constitucionalis-
tas que seguirán teniendo mucho trabajo, se propo-
ne para abrir la discusión lo siguiente: En relación 
con el artículo 86 se proponen tres alternativas: a) 
cambia el artículo en cuanto al año base. Se tomará 
como base el 2010 ajustado; b) indexar dicha base 
a partir de 2011 con el IPC + 2 puntos; c) indexar 
con un nuevo Índice de Costos de la Educación Su-
perior Pública tomando como referente el que está 
siendo calculado por el DANE para la educación 
superior privada. A manera de hipótesis se espera 
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que el índice para las Universidades públicas sea 
superior al de las privadas.
Alternativa A para el artículo 86:
“Artículo 86. Los presupuestos de las universi-
dades nacionales, departamentales y municipales 
estarán constituidos por aportes del presupuesto 
nacional para funcionamiento e inversión, por los 
aportes de los entes territoriales, por los recursos y 
rentas propias de cada institución”. “Las Universida-
des estatales u oficiales recibirán anualmente apor-
tes de los presupuestos nacional y de las entidades 
territoriales, que signifiquen siempre un incremento 
en pesos constantes, tomando como base los pre-
supuestos ajustados de rentas y gastos, vigentes a 
partir de 2010”.
Nota: todas las alternativas parten de la premi-
sa de que se ajuste la base, corrigiendo todos los 
aspectos deficitarios señalados por el SUE el año 
pasado. 
Artículo transitorio XXX. Durante la vigencia fis-
cal de 2010 y, para efectos de incorporarlo en el 
presupuesto de la vigencia 2011, el Ministerio de 
educación Nacional ajustará la base presupuestal de 
las Universidades estatales u oficiales y tomando en 
consideración los impactos generados por la nor-
matividad vigente, en especial Ley 30 de 1992 en 
lo que concierne a la acreditación, el Decreto 1444 
de 1992 “Por el cual se dictan disposiciones en ma-
teria salarial y prestacional de empleados públicos 
docentes de las Universidades públicas del orden 
nacional”; la Sentencia C-006 de 1996, la Ley 489 
de 1998, la sentencia C-401 de 1998, la Ley 403 de 
1997, Ley 4 de 1992, el Decreto 1279 de 2002, la Ley 
797 de 2003, la Ley 815 de 2003, la Ley 872 de 2003, 
el Decreto 2090 de 2003, el Decreto 410 de 2004, 
el Decreto 4982 de 2004, el Decreto 404 de 2006, 
la Ley 1122 de 2007 “Por la cual se hacen algunas 
modificaciones en el Sistema General de Seguridad 
Social en Salud y se dictan otras disposiciones”, el 
Decreto 4982 de 2007. Adicional a este ajuste apli-
car lo establecido en el artículo 86 de la Ley 30 de 
1992.
Alternativa B para el artículo 86
“Artículo 86. Los presupuestos de las universi-
dades nacionales, departamentales y municipales 
estarán constituidos por aportes del presupuesto 
nacional para funcionamiento e inversión, por los 
aportes de los entes territoriales, por los recursos y 
rentas propias de cada institución”. “Las universida-
des estatales u oficiales recibirán anualmente apor-
tes de los presupuestos nacional y de las entidades 
territoriales, que signifiquen siempre un incremento 
en pesos constantes, mínimo del IPC + 2 puntos, 
tomando como base los presupuestos de rentas y 
gastos, vigentes a partir de 2010”.
Alternativa C para el Artículo 86:
“Artículo 86. Los presupuestos de las universi-
dades nacionales, departamentales y municipales 
estarán constituidos por aportes del presupuesto 
nacional para funcionamiento e inversión, por los 
aportes de los entes territoriales, por los recursos y 
rentas propias de cada institución”. “Las Universida-
des estatales u oficiales recibirán anualmente apor-
tes de los presupuestos nacional y de las entidades 
territoriales, que signifiquen siempre un incremento 
en pesos constantes, mínimo del Índice de Costos 
de la Educación Superior Pública – ICESPUB-, cal-
culado por el DANE para cada nivel, tomando como 
base los presupuestos de rentas y gastos, vigentes 
a partir de 2010”. Esta tercera alternativa requiere 
un parágrafo, aclarando que mientras se diseña y 
valida el nuevo índice se aplicará la alternativa B. 
También se debería definir un plazo para que el 
DANE lo diseñe y valide con expertos y con los 
actores del sistema. 
Artículo nuevo para adicionar independientemente 
de la opción escogida
“Artículo (adicional). Efecto de los cambios nor-
mativos externos. Cuando por efecto de nuevas 
normas nacionales de carácter general se afecten 
los índices de costo de la educación superior públi-
ca que se incluyeron en la base 2010, se modificará 
la base presupuestal establecida y esta modificación 
comenzará a aplicarse desde la vigencia siguiente a 
la cual se produzca el cambio”.
Propuesta de ajuste para el artículo 87
“Artículo 87. A partir del año siguiente al de la 
vigencia de la presente Ley, el Gobierno Nacional 
incrementará sus aportes para las Universidades 
estatales u oficiales, en un porcentaje no inferior 
al 100% del incremento real del Producto Interno 
Bruto. El 30% de la cifra que resulte se distribuirá 
entre las Universidades que conforman el sistema 
universitario estatal usando los indicadores de ges-
tión aprobados por el SUE.
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El 40% se orientará a financiar, mediante con- -
vocatorias abiertas, nuevas inversiones en infra-
estructura física, modernización tecnológica o 
ampliación de cobertura. 
El 40% se destinará a la financiación de la inves- -
tigación en las Universidades públicas, mediante 
convocatoria pública gestionada a través de Col-
ciencias.
Parágrafo 1. Los aportes anuales, derivados de 
este artículo, no modifican la base presupuestal es-
tablecida en el artículo (artículo propuesto), para las 
siguientes vigencias.”
Artículo nuevo sobre nuevas inversiones con gastos 
recurrentes
Artículo (número por determinar). Las univer-
sidades estatales u oficiales podrán recibir aportes 
del presupuesto nacional adicionales a los contem-
plados en el artículo 86 y (artículos propuestos) de 
la Ley 30 de 1992, para financiar actividades con-
templadas en sus planes de desarrollo que impli-
quen inversión y nuevos gastos recurrentes de fun-
cionamiento, para ampliar cobertura, crear nuevas 
sedes. En ese caso, los nuevos gastos recurrentes de 
funcionamiento serán incorporados a la base pre-
supuestal.
Recomendaciones a las Universidades
Incorporar las implicaciones financieras de los 
planes estratégicos y de acción y de los cambios en 
la normatividad interna en el Marco de Gastos de 
Mediano Plazo MGMP, con un horizonte de por lo 
menos 12 años, con el fin de que se puedan tomar 
las acciones correctivas a tiempo. Actualizar y vali-
dar dicho marco por parte de cada institución, cada 
vez que se apruebe un nuevo plan de desarrollo de 
la institución.
Con la misma lucidez y rigurosidad con la que 
se nos ocurren nuevas ideas para lo académico de-
bemos obrar para evaluar las implicaciones econó-
micas de las decisiones tomadas para el mediano y 
largo plazo por los Consejos Superiores de las Uni-
versidades. No hay que engañarse con las ilusiones 
del corto plazo de que “todo es posible” o que las 
administraciones del futuro buscarán la manera de 
resolver los problemas que les dejamos. Hay que 
enfatizar en el valor social de la rendición de cuen-
tas de la Universidad estatal y en la importancia de 
mejorar su legitimidad social. Una parte sustancial 
de este propósito es el desarrollo de sistemas de 
costeo basado en actividades que de cuenta de lo 
que significa hacer lo que generan las universidades 
más complejas.
RESULTADOS E IMPACTO  
ESPERADOS EN EL SISTEMA
Como resultados e impacto de estas medidas se 
espera un mejoramiento del sistema en su conjun-
to, mayor flexibilidad en la apropiación del presu-
puesto estatal para las instituciones de educación 
superior, mejoramiento de la equidad interregional, 
fortalecimiento de la educación pública, fortaleci-
miento de la investigación, fortalecimiento de la au-
tonomía de las Universidades y de lo público.
CONCLUSIONES
Analizadas las cifras en el ámbito mundial, el 
problema de las Universidades públicas en Colom-
bia no consiste en que tres de ellas concentren el 
48% de los recursos que se apropian en el presu-
puesto nacional para el Sistema de Universidades 
Estatales, el problema es que las demás merecen lo 
mismo y no lo están recibiendo.
De la misma manera, ese hecho, no está deter-
minado por la Ley 30 de 1992, sino por las priorida-
des estratégicas que han existido en los gobiernos, 
desde su promulgación. La flexibilidad, más que en 
los instrumentos de política, está en la mente de los 
dirigentes.
La suerte de la competitividad, la innovación y 
el desarrollo con equidad de la Nación está ligada 
inevitablemente, al futuro de la Universidad colom-
biana.
Colombia debe apropiar por lo menos el 1,5% 
del PIB para la educación superior estatal antes del 
2019, si realmente desea recuperar el terreno per-
dido. De lo contrario, seguiremos profundizando la 
tendencia de dejar de ser “La Atenas Suramericana” 
para convertirnos en la “Cenicienta de Iberoamé-
rica” en cuanto a educación, ciencia y tecnología, 
equidad y pobreza se refiere. ¿Quién será el prínci-
pe (o la princesa) que salvará a la Cenicienta de un 
futuro tan incierto?
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